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LA RESPONSABILIDAD EN EL CASO LAVA JATO

LA MUERTE DE AGENTES POLICIALES EN CUMPLIMIENTO DE SU LABOR

Corrupción: buscando al culpable

¿Cómo mueren los policías en el Perú?
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U n primer paso para entender 
una crisis es la búsqueda de 
responsables, y Lava Jato no 
es la excepción. La lista has-
ta hoy es amplia y variada: la 

debilidad institucional, el imperialismo bra-
sileño impulsado por el Partido de los Trabaja-
dores en alianza con empresas constructoras 
corruptas, el modelo económico, la tecno-
cracia, etc. El debate es importante, pues de 
las conclusiones dependerá la calidad de las 
políticas e instrumentos que se apliquen para 
que estos eventos no vuelvan a ocurrir. Pero 
en este esfuerzo es conveniente excluir razo-
namientos propios de teorías de la conspira-
ción o procedentes de posiciones ideológicas 
y políticas interesadas. 

Era esperable que Lava Jato creara un cli-
ma cargado de desconfi anza y sospecha. Las 
operaciones corruptas de las empresas cons-
tructoras brasileñas en nuestro país han im-
plicado un costo de centenares de millones 
de dólares, han involucrado a empresas y po-
líticos de alto perfi l, y han puesto en cuestión 
proyectos de inversión icónicos. 

Nuestra indignación, sin embargo, no de-
be llevar a acusaciones extensivas de corrup-
ción a personas solo por haber tenido algún ti-
po de relación con empresas que hoy tenemos 
la certeza de que son muy corruptas, pero que 
en los últimos 15 años formaban parte de la 
vida económica y social del país. Por ejemplo, 
sería un error descalifi car al sistema fi nancie-
ro local, a organismos fi nancieros multilate-
rales o a los fondos de pensiones por haber 
fi nanciado a tales empresas con miles de mi-
llones de soles, así como no se puede estigma-
tizar a los miles de personas que trabajaron 
para ellas, totalmente ajenos a las prácticas 
corruptas de su cúpula. Estas persecuciones 
generalizadas, además de afectar la honra de 
personas inocentes, pueden inducir la intro-
ducción de impedimentos y “responsabilida-
des objetivas” (es decir, sin que se pruebe la 
culpabilidad), lo que terminará espantando 
del sector público a buenos funcionarios y a 
empresas serias.

Hay que tener cuidado también con el 
sesgo ideológico. La corrupción de los años 

U na vez le pregunté a un po-
licía colombiano por qué en 
la escuela no se trabaja con 
más profundidad el tema de 
la muerte, considerando que 

ella –sea la propia o la ajena– ronda cotidia-
namente en esa labor. Él me respondió: “En 
la escuela siempre nos dicen que un policía 
no tiene nada más seguro que la muerte”. 

Esa fría sentencia es muy cierta en el Perú. 
Según fuentes periodísticas, entre diciembre 
y enero ha muerto en promedio un policía 
cada tres días. Demos un repaso rápido y 
parcial a esta sangría verde. En diciembre 
un suboficial se ahoga en el río Mazamari 

70 y 80 estuvo objetivamente correlacio-
nada a la excesiva intervención del Estado 
en la economía, mientras que la de los 90 se 
incubó en el modelo político. Ahora está re-
lacionada a inversiones en infraestructura 
vía obras públicas y asociaciones público-
privadas (APP). En el debate se está privi-
legiando estas últimas y el papel que la “tec-
nocracia liberal” ha tenido en su promoción. 
Esta identidad ha llevado a una ex candidata 
presidencial a concluir que Lava Jato es pro-
ducto del modelo de desarrollo que “está di-
señado para promover la corrupción”. Este 
razonamiento no reconoce que Odebrecht 
cometió los mayores actos de corrupción en 
Brasil, México y Ecuador precisamente con 
empresas petroleras estatales (Petrobras, 
Pemex y Petroecuador). 

El modelo de APP en el Perú ha sido exitoso 
y ha alcanzado distintas actividades: puertos 

“No se puede estigmatizar 
a los miles de personas 
que trabajaron para estas 
empresas, totalmente 
ajenas a las prácticas 
corruptas de su cúpula”.
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y ha alcanzado distintas actividades: puertos 

como el Callao y Matarani, el aeropuerto Jor-
ge Chávez –premiado como el mejor de Amé-
rica Latina por muchos años–, las plantas de 
tratamiento de aguas residuales de Taboada 
y La Chira, el teleférico de Kuelap, los hospi-
tales de Essalud en el Callao y Villa María del 
Triunfo –apreciados por los usuarios como 
los dos mejores del sistema–, todo el sistema 
de transmisión de energía, etc. En todos ellos 
hubo concursos transparentes y limpios, y 
todos están regulados por contratos supervi-
sados por organismos técnicos. El problema 
de la IIRSA fue precisamente que se saltearon 
todos los procedimientos. Caso contrario, no 
se hubiera realizado. 

Donde se pueden encontrar muchos más 
casos de corrupción es en la obra pública. Si 
se revisa el portafolio de obras ejecutadas por 
las empresas brasileñas involucradas en Lava 
Jato, se verá que la mayoría de ellas no se ha 

en una práctica de paracaidismo. Ese mis-
mo mes, dos subofi ciales son abatidos en un 
intercambio de disparos con terroristas en el 
Vraem. El hecho más trágico ocurrió en Apu-
rímac, cuando el despiste de un bus mató a 
trece jóvenes policías y dejó heridos a otros 
tantos. En enero, delincuentes asesinaron 
con su arma de reglamento a un subofi cial, 
mientras otros dos efectivos murieron en 
otro accidente de tránsito, presumiblemente 
por una falla mecánica de su patrullero. En 
febrero, una subofi cial murió de un disparo 
en la boca. Las investigaciones hablan de un 
suicidio o que su enamorado, un compañero 
de armas, la mató. Ese mes, delincuentes en 
fuga atropellaron a un policía.

Estos casos, que son solo algunos, nos 
permiten sacar conclusiones preliminares 
sobre cómo mueren los policías en el Perú. 
Lo primero es un llamado de atención: la ma-
yoría de los policías muertos en los últimos 
meses fueron víctima de accidentes de trán-
sito. Presumiblemente, la mayoría de estos 

accidentes no habría ocurrido si los ofi ciales 
y suboficiales encargados de la seguridad 
laboral hubieran tenido la diligencia debida. 

Por otro lado, los asesinatos de policías 
cometidos por delincuentes es la segunda 
causa de muerte. En la mayoría de casos, 
estamos frente a policías que se arriesga-
ron para defender la vida y la propiedad de 
las personas. Atacados por delincuentes 
en fuga, intentando frustrar robos en la vía 
pública o en buses, de franco o de servicio, 
enfrentando a terroristas, los efectivos po-
liciales fueron muertos cumpliendo su fun-
ción. En su ley.

Estos dos hallazgos preliminares nos lle-
van a pensar en respuestas de políticas pú-
blicas para evitar la innecesaria muerte de 
policías. En primer lugar, el mayor respeto 
de los derechos humanos de los efectivos, en 
particular de sus derechos laborales. Las auto-
ridades civiles y los ofi ciales deben garantizar 
las condiciones de seguridad en el trabajo de 
los policías y minimizar los riesgos, especial-

mente en el uso de vehículos de transporte. 
En segundo lugar, con relación a los ofi -

ciales muertos en su ley, cabe estudiar los 
casos en que fueron asesinados y, tras recons-
truir los hechos, sacar lecciones: ¿cuál era 
la mejor acción que debía tomar el policía?, 
¿qué debía hacer para resguardar su vida y la 
de los civiles?, ¿qué otras alternativas podían 
ensayarse? La idea es evitar que otros poli-
cías mueran en situaciones similares.

Finalmente, la sanción y la reparación. 
Los asesinos –y también aquellos que por 
negligencia son responsables de la muerte de 
policías– deben ser sancionados penalmen-
te y disciplinariamente. No estoy evocando 
a un Congreso fi guretti que quiera subir las 
penas, ni tampoco a jueces que dictan prisión 
preventiva, sino concretamente a sentencias 
célebres y defi nitivas, que pongan en la cár-
cel a los responsables y que también sirvan 
de reparación (simbólica y económica) a los 
familiares de los policías víctimas. Los deu-
dos deben ser prioridad. 
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realizado bajo el sistema de APP, sino a través 
de obras públicas, como la línea 1 del metro. 

En un país institucionalmente débil, luchar 
contra la corrupción no es tarea fácil. Más aun 
si se trata de detectar arremetidas tan bien or-
ganizadas como la puesta en práctica por las 
empresas brasileñas. Como señala Ernesto 
de la Jara en un reciente artículo, “este tipo 
de actividad actúa mezclando y confundien-
do actividades lícitas con ilícitas, es decir, los 
actos ilegales tienen una cobertura legal tan 
bien estructurada que hace casi imposible ver 
a los primeros”. Precisamente por eso tomó 
tanto tiempo el “destape”. Por ejemplo, cuan-
do se impulsó la IIRSA en el 2005, quienes nos 
opusimos al proyecto pensábamos que la prin-
cipal motivación del presidente Alejandro 
Toledo en impulsarlo era su interés político de 
dejar una megaobra para la posteridad. No re-
cuerdo que nadie haya formulado sospechas 
de corrupción en ese momento. 

La teoría económica ofrece un buen marco 
para el debate actual. Susan Rose-Ackerman, 
una de las mayores expertas mundiales en el 
tema, dice que los funcionarios son vulnera-
bles a la corrupción si se cumplen tres condi-
ciones: si los benefi cios son importantes, si los 
funcionarios creen que no correrán mayores 
riesgos de ser descubiertos y castigados, y si 
tienen un importante poder de negociación 
frente al privado. Mientras más alta sea la pro-
babilidad de que el acto corrupto sea detecta-
do y sancionado severamente, más altos serán 
los posibles costos, y, por lo tanto, la transac-
ción corrupta no resistirá el análisis costo-be-
nefi cio que haga el funcionario proclive a la 
corrupción. Esperemos que las soluciones que 
salgan del debate apunten en esta dirección y 
no en la de estigmatizar mecanismos como el 
de las APP o en recurrir al fácil expediente del 
formalismo controlista, que genera la falsa 
ilusión de que estamos combatiendo efi caz-
mente la corrupción. 

El autor del artículo es director de LAP.
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